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• Igualmente, el Dictamen del Consejo de Estado de 11 de mayo de 2016 
refleja que no se ha acreditado error, ni tampoco vicios en la formación de 
la voluntad del órgano. 

• El acta complementaria que se hizo llegar a la interesada reúne todos los 
elementos necesarios. De hecho, como se ha mencionado arriba, en la 
resolución del recurso extraordinario de revisión, ya se indica que el acta 
complementaria levantada en el procedimiento de referencia no evidencia 
error alguno. 

• El MECD considera que es falso que no se le haya facilitado el acceso al 
expediente que solicitó del recurso de reposición ni al acta de jurado. Y 
además, pone de manifiesto que la interesada omite el hecho de que la 
documentación del recurso de reposición ya se le había remitido el 12 de 
agosto de 2015, y que nunca había pedido expresamente el acta hasta el 
mes de septiembre de 2015 por el procedimiento de derecho de acceso 

• La reclamante insta al CTBG a verificar que la documentación que le fue 
remitida se corresponde con lo que dice ser, e insta al CTBG a impartir 
instrucciones en estas materias. Con independencia de lo que pueda 
determinar el CTBG, desde el punto de vista del MECD, ambas peticiones 
son improcedentes, ya que, como señalamos arriba, la vía del acceso a la 
información pública no es la adecuada para impugnar resoluciones de la 
Administración dictadas en el marco de procedimientos administrativos. 

 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 

artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la Presidenta de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, se presenten 
en el marco de un procedimiento de acceso a la información.  
 

2. La Ley 19/2013, de 19 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las 
personas a acceder a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la 
misma norma, como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato 
o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de 
sus funciones”.  

Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas.  
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